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León, Guanajuato, a 14 catorce de junio del año 2012, dos mil doce. . .  . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 163/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano Licenciado VICENTE DÍAZ COLUNGA, quinen ostenta el carácter de Apoderado Legal de la Persona Moral denominada “APLICACIONES AVANZADAS DEL CENTRO, SOCIEDAD DE PRODUCCIÓN RURAL DE RESPONSABILIDAD ILIMITADA, en contra del Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Licenciado VICENTE DÍAZ COLUNGA, quien se ostenta como representante legal de la persona moral denominada “Aplicaciones Avanzadas del Centro, Sociedad de Producción Rural de Responsabilidad Ilimitada; personalidad jurídica que acredita con la copia certificada notarialmente del acta constitutiva de la referida persona moral, de fecha 19 diecinueve de julio del año 2002, dos mil dos, ratificada ante la fe del Notario Público número 82, ochenta y dos, Licenciado Enrique Durán Llamas, en legal ejercicio en este partido judicial inscrita en el Registro Público de la Propiedad de este Partido Judicial de León, Guanajuato, bajo el Folio Mercantil M20*006317, el 6 seis de agosto del año 2002, dos mil dos; que de acuerdo a lo señalado por el artículo 27 de los Estatutos, cuenta con facultades de representación de la Sociedad de Producción Rural ante toda clase de autoridades administrativas, con Poder Amplio para Pleitos y Cobranzas, Actos de Administración y Riguroso Dominio que en derecho puede existir. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que el actor impugna la resolución definitiva emitida en el expediente número VO/168/2009, con fecha 25 veinticinco de febrero del año 2011, dos mil once, por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental del Municipio de León, Guanajuato, cuya existencia se acreditada en autos de esta causa, con el original de dicha resolución que obra en Secreto de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento   y  Justicia   Administrativa  para   el    Estado  y  los   Municipios  de 
Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada en la contestación aduce que en el caso específico no existe el acto impugnado y debe sobreseerse el juicio, por lo que se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que en autos de este proceso administrativo, se encuentra acreditada la existencia de la resolución impugnada, toda vez que la parte actora exhibió el original de la resolución definitiva emitida con fecha 25 veinticinco de febrero del año 2011, dos mil once, en el expediente administrativo número VO/168/2009, por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental del Municipio de León, Guanajuato, a través de la cual se impone a la parte actora la multa impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la autoridad demandada en la contestación expresa que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que el acto impugnado fue legítima y expresamente consentido por el actor. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, toda vez que en autos de esta causa no obra ningún acto que represente una manifestación expresa de voluntad de la parte actora que entrañe el consentimiento expreso de la resolución impugnada y por otro lado, tomando en cuenta que esta resolución fue notificada el 04 cuatro de marzo del año 2011 dos mil once y la demanda fue presentada el día 25 veinticinco de abril del mismo año, por lo que resulta evidente que se encuentra interpuesta dentro del término  legal de 30  treinta días hábiles  establecido por el artículo  263, párrafo 
primero, del aludido Código de Procedimiento y Justicia administrativa. . . . . .  . . . . . 

Ante la inoperancia de estas causales de improcedencia y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando, se procede al estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . .  . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Que en el concepto de impugnación marcado con el número I, de la demanda se aduce en esencia que la resolución impugnada, viola en perjuicio de su representada los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 137 fracción VI, 213 y 223 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; que en la resolución impugnada se dice que: a).- Se infringió el artículo 48 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, por disponer escombro en un sitio no autorizado; y, b).- Se infringió el artículo 95 del mismo Ordenamiento, al no contar con las autorizaciones ambientales procedentes y en ambos casos sancionan a su representada; y, sin embargo, en la resolución impugnada las violaciones invocadas son inexistentes: 1.- Que en ninguna parte de la resolución se establece que en el acta de inspección de fecha 17 diecisiete de agosto del año 2009, dos mil nueve, se haya observado que su representada dispusiera de escombro en un sitio no autorizado por el Municipio, entonces si en ninguna parte se asentó que se hubiese detectado la conducta que la autoridad sanciona, la multa es ilícita, al no existir correspondencia entre los hechos detectados y/o comprobados y lo que la autoridad resuelve; 2.- Que en lo referente a la infracción del artículo 95  del referido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, es falsa, toda vez que las autorizaciones ambientales procedentes, no existen en la vida jurídica. En tanto que, la autoridad demandada en esencia contesta que no le asiste la razón al actor, toda vez que la resolución combatida se emitió en términos del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad ambiental en León, Guanajuato y sigue manifestando que la argumentación es inoperante, en virtud de que en la resolución combatida se aprecia que se satisface el requisito de fundamentación, al contener el cuerpo de leyes violado como lo son los artículo 48 y 95 del referido Reglamento Municipal, que es lo que genera el motivo de la multa al correlacionarse con los artículos 139 fracción I y 140 del mismo Reglamento, ya que la actividad del infractor encuadra en la hipótesis contenida en los numerales señalados en primer término, al no mostrar el permiso y/o autorización. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el artículo 48 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, textualmente dispone: “Se prohíbe el depósito, en todo espacio abierto al público, derivados de curtiduría, pieles en cualquier etapa del proceso de curtición, escombro y residuos sólidos en general provenientes de cualquier industria y obras de construcción, cuyo manejo será responsabilidad de los propietarios de la actividad industrial o construcción deberán trasladarlos al lugar que la Dirección señale especialmente para ese efecto.”; mientras que, por su parte, el segundo considerando de la resolución impugnada, en lo que nos interesa expresa: “…Dentro de dicho inmueble se aprecio lo siguiente: …Por otra parte, se observaron 9 toneladas de descarne crudo y 1 tonelada de acido sulfúrico.”; y, el inciso a), de su primer punto resolutivo, establece: a).- Por infringir el artículo 48 del Reglamento… por disponer escombro en un sitio no autorizado por el municipio, se le impone una multa por el monto de $1,134.00 (mil ciento treinta y cuatro pesos 00/100 moneda nacional)…”; mientras que, la autoridad demandada hace consistir la infracción al citado artículo 48 en “ disponer escombro en un sitio no autorizado”. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera y como puede apreciarse en el párrafo que antecede es evidente que entre el precepto invocado como fundamento legal y las razones que llevaron a la autoridad demandada a determinar la comisión de la infracción administrativa, no existe una relación de causalidad, en otras palabras no hay una adecuación lógica del supuesto jurídico que constituye la falta administrativa y la situación en que se encuentra la persona moral impetrante. Lo anterior es así, en virtud de que la acción de disponer de escombro provenientes de la actividad industrial no se encuentra contemplada como falta administrativa en el artículo 48 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, en merito de lo anterior, se concluye que no se acredita la comisión de la falta administrativa reprochada a la persona moral actora, por tanto, en este sentido la resolución combatida carece de una debida fundamentación y motivación, resultando evidente que carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Por otro lado, y en relación a la infracción del artículo 95 del referido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, la resolución a debate tampoco se encuentra apegada a derecho, dado que es cierto que no existen las autorizaciones ambientales procedentes, pues existe un error respecto a la denominación de la Autorización en materia ambiental solicitada a la justiciable y que al no tenerla se le sancionó, ya que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 100 fracción I, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, la autoridad Municipal demandada debió exigirle a la persona moral denominada “Aplicaciones Avanzadas del Centro, Sociedad de Producción Rural de Responsabilidad Ilimitada, la presentación de la autorización para el establecimiento industrial con actividad del proceso de descarne de subproductos provenientes de la industria curtidora; puesto que el citado numeral al respecto dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 100.- Una vez evaluada la manifestación de impacto ambiental, la Dirección formulará y comunicará a los interesados la resolución correspondiente, en la que podrá:

I.- Autorizar la realización de la obra o actividad en los términos y condiciones señalados en la manifestación;”

Bajo esta tesitura, la resolución impugnada no se encuentra emitida conforme a derecho, en virtud de que la autoridad demandada exige al justiciable una autorización de manera vaga e imprecisa, toda vez que en el último párrafo  del segundo considerando y en el inciso b) del segundo punto resolutivo de la  resolución emitida con fecha 25 veinticinco de febrero del año 2011, dos mil once, en el procedimiento administrativo de origen, se utiliza la denominación “autorización en materia ambiental procedente”, siendo el caso que en ninguna parte de la referida resolución que se impugna, se expresa de manera correcta el nombre de la autorización, cuando el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental de León, Guanajuato, se encuentra constreñido a expresarle a la citada persona moral, el nombre correcto de la autorización que le exige, así como los preceptos Legales y Reglamentarios que considere aplicables al caso concreto de la parte impetrante y a señalarle los hechos indicados en forma detallada, amén de que jamás expresa en forma pormenorizada las razones o circunstancias especiales, ni las causas inmediatas del por qué las actividades que realiza requieren de esa autorización, además tampoco indica en cual supuesto de los previstos en las fracciones del artículo 95 del aludido Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental, encuadran las actividades que realiza la parte actora; de lo anterior resulta que, al omitir estas circunstancias especiales deja a la parte actora en estado de indefensión, por desconocer la autorización que estaba obligado a obtener y en su caso a presentarle a la autoridad demandada. . . . .  . . . . 
A mayor abundamiento, sobre el particular no se omite señalar que conforme a lo establecido por los artículos 94, 95, 96, 97 y 100 fracción I, del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, lo que la autoridad demandada le debió haber solicitado a la parte actora es la autorización para el establecimiento industrial con actividad del proceso de descarne de subproductos provenientes de la industria curtidora, pues mediante este acto administrativo la Dirección General de Medio Ambiente Sustentable de este Municipio, permitiría la realización de esa actividad; al respecto y sólo con la finalidad de entender el proceso de una autorización, cabe mencionar que considerando la naturaleza de la actividad que se pretender realizar o que se esta efectuando, el interesado de manera previa, se encuentra obligado a presentar ante la referida Dependencia una manifestación de impacto ambiental y ésta última se encuentra constreñida a determinar si dichas actividades causan o no desequilibrio ecológico o rebasan los límites y condiciones establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas expedidas para la protección del ambiente, vigentes en la materia, y en su caso, señalar el tipo de autorización que se requiere; pues, en términos generales la Evaluación del Impacto Ambiental “es el procedimiento a través del cual se establecen las condiciones a que se sujetará la realización de actividades privadas que puedan causar desequilibrio ecológico o rebasar los límites y condiciones establecidos en las disposiciones aplicables para proteger el ambiente y preservar y restaurar los ecosistemas, a fin de evitar o reducir al mínimo sus efectos negativos”, según lo dispone el artículo 27, primer párrafo, de Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato. . . . . . .  . . . . . . . 
Así las cosas, la argumentación lógica y jurídica argüida por la autoridad demandada, tanto en el segundo considerando de la resolución tildada de ilegal, como en la contestación de la demanda, son insuficientes para sostener su legalidad, puesto que no es suficiente indicar los preceptos legales y las razones que la autoridad demandada expone en la parte considerativa, toda vez que como se dijo en supralíneas, no existe una adecuación entre el fundamento legal y los antecedentes que sirven de apoyo para emitir la resolución a debate, en otras palabras, si no se le expresó en ningún momento del procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, el nombre correcto de la autorización solicitada a la parte actora, entonces, no está demostrada la relación de causalidad entre el fundamento jurídico y los motivos que sirvieron para dictar la resolución fecha 25 veinticinco de febrero del año 2011, dos mil once, en el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, expediente número VO/168/2011, por tanto, resulta evidente que carece del elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de ahí que, esta irregularidad origina la nulidad de la referida resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, la resolución combatida es ilegal, por no encontrarse fundada ni motivada adecuadamente, vicios de carácter meramente formal que afectan de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; en tal virtud, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad, prevista en la fracción II del artículo 302 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por tanto, con fundamento en el artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad total de la resolución impugnada. . . . . . . . 
Conforme a lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 143 párrafo primero, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . .  . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución emitida con fecha 25 veinticinco de febrero del año 2011, dos mil once, por el Director de Regulación y Cumplimiento Ambiental del Municipio de León, Guanajuato, en el procedimiento administrativo de inspección y vigilancia, expediente número VO/168/2011, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 14 DE JUNIO DEL 2012, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 163/2011-JN.

